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Universitat de València  

➢ ¿Cuál es su lectura de la actual crisis que vivimos en el país?  

Considero que el Perú está experimentando una crisis de legitimidad democrática que 
pone en riesgo no solo a su población actual, sino a las generaciones futuras. La 
permanencia de una semiinstitucionalidad construida durante el fujimorismo para el 
beneficio de las oligarquías y los grandes capitales, la colusión colectiva de los órganos 
del Estado que miran por sus intereses particulares o de grupo, la cultura de la corrupción 
instalada en ámbitos públicos y privados, la falta de una Constitución democrática que 
sea capaz de construir un lugar en común y una verdadera hoja de ruta de todas las 
sangres peruanas… son, en definitiva, derivadas preocupantes de esta crisis de 
legitimidad.   

 Todos los índices que miden la democracia en el mundo reflejan un retroceso de enorme 
relevancia en el país que, si bien nunca ocupó los puestos con mejores estándares 
democráticos, durante mucho tiempo realizó sus esfuerzos para mantenerse en la zona 
media. Ya no es así. En el último índice de The Economist, Perú ya no se considera una 
democracia, ni siquiera imperfecta, sino un régimen híbrido por debajo de Malawi o de 
Bangladesh. La situación es más grave por cuanto no está prevista a medio ni a largo 
plazo una solución a la enorme crisis de legitimidad democrática que atraviesa el país, lo 
que hace que la población caiga en la desmotivación y la desesperanza.   

➢ Desde la SPC hemos llamado la atención en nuestro último pronunciamiento, 
sobre una serie de retrocesos en materia de Estado de Derecho, garantía de los 
derechos humanos básicos y lucha contra el crimen. ¿Cómo hemos llegado a 
este punto? ¿por qué no existe una mayor resistencia en los liderazgos 
empresariales, sociales, políticos e incluso académicos? ¿No es evidente acaso 
los riesgos que supone para nuestro frágil sistema democrático?  

Las democracias se nutren de normas construidas participativamente, y que en general 
se cumplen sin necesidad de coacción. En los sistemas democráticos fueres las normas 
no se cumplen simplemente porque exista una fuerza pública coercitiva detrás que 
obligue a su cumplimiento; en estos sistemas el Derecho se obedece principalmente 
porque esa conducta se considera una obligación por parte de todos, órganos públicos, 
entes privados y personas.   

La crisis de legitimidad democrática que atraviesa el Perú genera la desaparición de esta 
obligación, por lo que el país se está adentrando en el peligroso terreno del todo vale y la 
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mano dura. La delincuencia, el crimen, la falta de cumplimiento del Derecho, nunca se 
van a remediar por la intermediación de órganos públicos, que son los  

primeros en incumplirlo, y en cuyas venas circula la corrupción como la forma natural de 
actuar. En la cancha del todo vale, los derechos humanos quedan marginados y se 
consideran ya no solo la última prioridad, sino una molestia a la hora de aplicar la mano 
dura. En ese marco, la política ya no se considera un servicio público, como ocurre en las 
democracias fuertes, sino un negocio particular o de grupo destinado a enriquecerse y 
enriquecer a los próximos, y la necesidad de asegurar la permanencia en el poder de los 
mismos, la reproducción de las elites políticas, para exprimir al Estado como favorecedor 
de los intereses de los poderosos. En la medida en que existe una comunión de intereses 
entre los sectores empresariales y políticos, nadie va a protestar, obiviamente; al 
contrario, usarán todas las maquinarias a su disposición para mantener una relación tan 
fructífera para las élites políticas y económicas. En los sectores sociales y académicos 
la situación es diferente, pero cunde la desmotivación a causa de la dificultad en 
conseguir las fuerzas suficientes para realizar propuestas de regeneración. Cuando hay 
estallidos sociales, hay costes elevados de vidas y de bienes causados por la actuación 
de los mecanismos de represión del Estado que, todo sea dicho, debería ser el 
responsable de hacer lo contrario: cuidar a las personas. Esta experiencia repercute en 
cautelas posteriores por parte de la población y la consecuente tendencia a la apatía de 
las personas que han sufrido directa o indirectamente la represión.  

Un gran problema derivado de esta situación es que la erosión del sistema democrático 
va de la mano de las falencias en el desarrollo humano, la deconstrucción del Estado del 
bienestar y la hipoteca de la formación y oportunidades de las personas más jóvenes. Por 
lo tanto, el Perú no se juega solo las condiciones de vida de sus habitantes en la 
actualidad, sino de su futuro inmediato y a largo plazo.  

➢ Los abogados y en particular los denominados “constitucionalistas”, tienen un 
papel protagónico en esta crisis. De alguna manera, la crisis crea también 
rupturas entre los propios constitucionalistas. Desde su disciplina o 
especialidad, ¿cómo ve el papel de los abogados y, en especial de los 
constitucionalistas en esta crisis?  

He podido comprobar que, en general, existen dos tipos de juristas, y entre ellos de 
“constitucionalistas”: los defensores del status quo, amparadores en todo caso de lo que 
consideran “reformas necesarias”, y los emancipadores o críticos.   

Los primeros, defensores del status quo (sea el que sea), son los que admiten que las 
cosas no van bien, pero justifican que podrían mejorar con algunas reformas. Son los que 
hacen primar la institucionalidad por encima de las necesidades de la gente, y la forma 
sobre la materia. Lo importante para ellos no es que la Constitución no sea democrática, 
o no se materialice en su parte emancipadora; lo importante es que existe una 
Constitución, y existen unos órganos encargados de mantenerla. Su sentido crítico es 
limitado, y solo son capaces de observar los acontecimientos desde la óptica formal; 
reconocen algunas necesidades, pero creen que simples reformas podrían mejorar un 
sistema que, en general, les parece correcto y oportuno. Según su parecer, el Derecho 
debe conservar, no innovar (salvo que sirva para la conservación), y la democracia 
encuentra sus límites en la institucionalidad, incluso cuando se ha demostrado que esta 
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es totalmente inútil o contraproducente. Son, por lo tanto, ideológicamente 
conservadores, aunque muchos difícilmente lo reconocerían.  

Por otro lado, están los juristas que defienden un enfoque emancipador del Derecho. Son 
aquellos que entienden que el Derecho es el instrumento para alcanzar cuotas altas de 
bienestar social, y que ello implica no solo hacer reformas formales, sino introducirse en 
la materialidad de las necesidades para proponer mecanismos de avance social. Para 
ellos, la democracia determina las normas, y el avance en un Derecho emancipador y 
vinculante guarda relación con el sistema democrático y su evolución. Puesto que la 
democracia es, por naturaleza, de progreso, el pensamiento de estos juristas es 
progresista, aunque muchos prefieren otras caracterizaciones. Podemos llamarlos 
críticos, democráticos, emancipadores, sociales… lo de menos es su apellido. Lo 
importante es su visión de un Derecho al servicio de las personas. En este grupo es donde 
yo me siento representado.  

➢ La universidad ha sido víctima de este proceso de retrocesos. La reforma 
universitaria orientada a la búsqueda de estándares de calidad y la necesidad de 
que esa calidad sea supervisada a partir de criterios técnicos e imparciales ha 
sido neutralizada y hemos retrocedido exactamente al punto en el que el Tribunal 
Constitucional calificó la situación como un “Estado de cosas inconstitucional”. 
¿Qué hacer, cómo ve el futuro de la universidad peruana a partir del marco 
actual?  

Salvo orgullosas excepciones, la universidad peruana se ha quedado atrás. Y no solo en 
relación con el mundo, sino también desde la perspectiva comparada latinoamericana. 
Colombia, México, Brasil, Chile… han avanzado enormemente en la calidad de su 
enseñanza universitaria, pero no ha ocurrido se esa manera, o con la misma intensidad, 
en el Perú. El retroceso en los procesos acreditadores de la calidad académica, en la 
evaluación del personal docente, en la mejora de los programas de formación, ha 
supuesto un revés enorme al avance de la calidad de las universidades peruanas. Esto 
implica una disminución de la calidad en la educación, la falta de transparencia sobre 
los procesos académicos y, en definitiva, que la universidad peruana se quede atrás. Es 
un camino que será muy difícilmente reversible. Las personas perjudicadas serán las de 
siempre: los sectores más vulnerables que no se pueden permitir el lujo de salir del país 
a universidades serias, o que no pueden pagar una universidad privada que les 
proporcione la formación que requieren. Por lo tanto, habrá profesionales peor formados, 
lo que seguirá repercutiendo en la vida y los servicios que se puedan brindar en el país.  

➢ Las elecciones del 2026 están a la vuelta de la esquina. Algunos analistas ven 
que todo está perdido y que esto podría incluso agudizarse. ¿Cuál es su 
perspectiva sobre el particular?  

Todo parece indicar que las próximas elecciones serán más de lo mismo, y no parece que 
pueda otearse en el horizonte un cambio. En todo caso, este cambio nunca saldría de la 
institucionalidad peruana actual. El infame papel del parlamento peruano y sus 
decisiones ilegítimas, la falta de un sistema de partidos políticos fuerte y participativo, la 
violación de los derechos humanos por parte del Gobierno peruano denunciadas por 
todas las organizaciones de derechos humanos… En definitiva, desde la 
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institucionalidad se hará todo lo posible para evitar que se generen condiciones 
diferentes a las actuales, y para promover el déjà vu.   

Entiendo que la única alternativa al más de lo mismo es una reacción democrática 
contundente, que se proponga un cambio desde la raíz del sistema político y económico.  
Desde la academia deben salir propuestas de rompimiento con el pasado y construcción 
de un país de avanzada: la regeneración democrática, la descentralización legislativa, la 
creación de clases medias basada en los derechos sociales que debe proveer el Estado, 
la reconstrucción del sistema de partidos políticos, la recomposición institucional… 
Todo ello pasa necesariamente por erradicar la Constitución de 1993 y avanzar hacia un 
verdadero acuerdo democrático que reconozca la realidad del país: la plurinacionalidad, 
la presencia y papel de los pueblos originarios, el avance en derechos civiles, políticos y 
sociales, la necesidad de eliminar la hegemonía limeña para construir condiciones de 
vida en los territorios periféricos, la apuesta por la paz y los derechos humanos, la 
viabilidad de un Estado ecológico….   

Nada de ello, cabe insistir, se podrá conseguirse por vía de la reforma desde la 
institucionalidad presente pues, como se ha demostrado, esta reforma necesaria nunca 
va a llegar. La única manera es construir la reacción desde un fundamento democrático 
regenerador impulsado desde la sociedad, y frente al cual a la actual clase política solo 
le correspondería un papel: apartarse.  

 


